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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, tres de diciembre de dos mil nueve
Acta Nº 635.
Mediante sentencia dictada el 25 de agosto de 2009 el Juzgado Tercero de Familia decretó la interdicción judicial de Claudia Patricia Rúa Arias, tal como lo había demandado su progenitora Ana Martha Arias Villegas; y en cumplimiento del artículo 386 del Código de Procedimiento Civil dispuso a continuación la consulta de dicho fallo, grado jurisdiccional del que ahora, cumplido su trámite de ley, se ocupa la Sala.




ANTECEDENTES

Para sustentar las pretensiones de que se decrete la interdicción de Claudia Patricia Rúa Arias, se designe como su guardadora a la demandante y se disponga el registro de la sentencia y su publicación, en el libelo se expusieron los siguientes hechos:

De las relaciones extramatrimoniales entre Ana Martha Arias Villegas y Gustavo Rúa Raigoza nació Claudia Patricia Rúa Arias, quien actualmente presenta “Retardo Mental Severo” (sic) que le impide un manejo independiente. El padre de la presunta interdicta, tras la ocurrencia de la enfermedad que dejó mermadas sus condiciones neuro -sensoriales “se ausentó y nunca volvió a saberse de su suerte, sin que hoy se conozca si falleció o aún vive”.
A la demanda se le dio curso el 9 de febrero de 2009, por auto en el que, entre otras cosas, se ordenó la notificación del asunto al Ministerio Público y la citación de los parientes más cercanos de Claudia Patricia Rúa Arias. Se decretaron pruebas y una vez recogidas el 25 de agosto pasado se dictó sentencia, que fue declarada nula en esta instancia por motivo de que no se citó a Gustavo Rúa Raigoza, quien junto con la demandante, está llamado a ejercer la guarda de aquella. Una vez rehecha la actuación en los términos indicados por la Sala, se decidió el asunto de manera tal que se acogieron las pretensiones del libelo.
Durante el trámite de la consulta de esa decisión, se recibieron los alegatos del Ministerio Público y del apoderado de la señora Arias Villegas, en los que se instó a confirmar el fallo revisado. 



SE CONSIDERA:

Procede la definición de fondo del asunto en vista de que los presupuestos procesales se encuentran satisfechos y tampoco se advierten vicios que pudieren afectar de nulidad lo actuado, puesto que el proceso en últimas, se tramitó con sujeción a las normas que lo rigen.
De acuerdo con el artículo 8º de la Ley 95 de 1890: “El adulto que se halle en estado habitual de demencia, será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos”.  La legitimación para solicitarlo la concedían los artículos 532 y 549 del Código Civil. Como se sabe estas normas fueron derogadas por la ley 1306 de 2009 que reguló lo atinente a los incapaces, pero este proceso se inició bajo la vigencia de aquellos. 
Para lo que compete a este asunto debe decirse que tanto en la antigua ley como en la actual, la madre está legitimada para accionar pidiendo la interdicción judicial de su hijo, y por tanto, por este aspecto no hay reproche que formular.
En cuanto a las pruebas obtenidas, se tiene que el dictamen pericial practicado en el proceso, que no fue objetado, es preciso en acreditar que la enfermedad que ella padece, catalogada por el perito como retardo mental severo secundario a afección del sistema nervioso central, es de carácter irreversible, y por ende, se deduce una incapacidad para administrar bienes, establecer relaciones comerciales y una dependencia absoluta de la familia. 

Y no solo del mencionado peritaje sino también las declaraciones recibidas a Ángela María Arango Arias y María Elisa Arias de Arango, dan cuenta del estado habitual de la presunta interdicta, pues indicaron de manera responsiva, la forma como la discapacidad le impone estar asistida por otra persona. De igual forma refirieron la idoneidad de Ana Martha Arias Villegas para velar por el cuidado y los intereses de su hija.  
En lo relacionado con la provisión de la curaduría, se comparten las reflexiones de la providencia revisada acerca de que la demandante es la persona más indicada para su ejercicio, del relevo de prestar caución y de la remisión a apunte privado, por lo que en ese sentido habrá de darse respaldo a la sentencia objeto de la consulta.

Y aún cuando ya se anunció que se confirmará la sentencia revisada, se harán las siguientes observaciones a la actuación procesal cumplida por el a-quo: 
1º La demanda se admitió con base en un certificado médico que no fue expedido bajo la gravedad del juramento como es la exigencia del artículo 659 del Código de Procedimiento Civil. Éste como otras veces se ha argumentado por la Sala no se suple con historias clínicas o formularios de EPS u otras instituciones, sino que debe ser expedido exclusivamente para el proceso de que se trate, y contener una noticia concreta sobre el estado de salud del paciente, ceñido a las prescripciones que sobre el particular contemplan los artículos 50 y 51 de la ley 29 de 1981, y los artículos 28 y 29 del decreto reglamentario 3330 de 1981.  Según igualmente se expresó en la sentencia ya citada: 
“En este orden de ideas, el acompañamiento de un certificado médico a una demanda en la que se solicita que una persona sea declara interdicta por demencia, no constituye una mera formalidad exigida por la ley procesal para la admisión de una demanda de esta naturaleza, sino que está llamado a cumplir fines específicos como son (i) constituye un soporte probatorio insustituible para que el juez competente tenga los elementos de juicio necesarios para proveer sobre la admisión de una demanda de interdicción; y, (ii) se erige en una garantía fundamental para el demandado, dado que no todas las personas deben soportar un proceso de esta naturaleza, sino solamente aquellas sobre las cuales se acredita una condición de discapacidad que amerite, por lo menos, la apertura del proceso.

Es por ello, que el certificado médico exigido por la ley, como requisito para acompañar la demanda de interdicción, no puede suplirse con otros medios probatorios, como por ejemplo los testimonios, como equivocadamente lo sostiene la accionada; ni tampoco por epicrisis o resúmenes finales de historias clínicas. Nótese, como según las normas que regulan la ética médica, el certificado médico es el documento que acredita el estado de salud de una persona, constituyéndose en la prueba técnica o pericial que por anticipado debe llevarse al proceso a fin de darle soporte a la solicitud de interdicción, certificado que según se exige debe ser expedido bajo la gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la sola firma. Lo anterior no significa, sin embargo, que en el curso del proceso, el juez no pueda valorar la prueba pericial junto con otras, tal y como lo ha considerado de vieja data la jurisprudencia civil nacional.”
2º En el auto admisorio de la demanda se ordenó citar a los parientes de la presunta interdicta que se creyeran con derecho al ejercicio de su guarda, y en obedecimiento de tal mandato, al proceso se llamaron los que en el libelo se anunciaron como tíos maternos de Claudia Patricia Rúa Arias. En todo caso, el orden del llamamiento de parientes que consagra el artículo 61 del Código Civil es sucesivo y excluyente, de tal manera que si como aquí ha ocurrido la interdicción fue promovida por la progenitora de la enferma, la obligación de citar a parientes comprendía exclusivamente a su padre y no a otros que estuvieran en distinto grado de consanguinidad.
En el surtimiento del grado jurisdiccional no se han causado costas.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIR A la sentencia dictada en esta asunto de fecha y procedencia anotadas. 
Sin costas.





Cópiese, Notifíquese y Devuélvase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos



       Gonzalo Flórez Moreno
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